
El cuasi agotamiento de suelos intermareales para seguir haciendo negocios 

criminales como los generados a lo largo de dos décadas en el municipio de Ti-

gre, los mueve ahora con la misma famélica actitud -propia de leones cuidando 

el corral de cebras-, a violentar los aún más frágiles suelos insulares con pro-

puestas de mudanza de suelo rural a urbano que no contemplan otra transi-

ción que el bello maquillaje discursivo desarrollado por “técnicos” al servicio de 

estos insaciables, que jamás hacen historia crítica, ni prospectivan sus desas-

tres y por ello NADA tienen de “urbanistas”. 

 

Intentaron seguir con las cavas criminales como soporte para generar suelos 

cuyas cotas promedio -excluídas las crestas de los cordones litorales-, no supe-

ran los 80 cm de altura promedio y el fallo del Colony Park les hizo ver que 

iban por camino imposible de advertir menos criminal y de cuyas remediacio-

nes se harían cargo los demonios.  De esta historia crítica no dicen una sola 

palabra. Por el contrario, se agravian de que el juez se los diga. Lindos caradu-

ras; incluídos los famosos “técnicos”. 

 

Reitero: echados atrás con las cavas salieron a buscar “especialistas” en dis-

cursos. Veamos entonces, para contrastar las impolutas iniciativas de éstos úl-

timos y de los leones famélicos cuidando el corral de cebras, cómo declaran 

ante la Justicia su lamentosa incapacidad de gestión. Veamos cómo describen 

la oscuridad de las responsabilidades y enredos en materias dominiales en la 

apelación a la Cámara de San Martín, causa 2560/12 

1) el apelante señala que agravia a dicha parte la circunstancia de que el 

juez de grado al resolver favorablemente la medida cautelar genérica inter-

puesta por la accionante, le ordenó que ejerciendo el poder de policía munici-

pal (art. 74 de la ley Provincial 11723) y en cumplimiento de esa resolución, 

evite la continuación de las obras de construcción, ampliación y modifica-

ción de barrios privados y/o clubes náuticos en la Primera Sección de islas 

del delta de Tigre que no gocen de autorización municipal. 



El apelante sostiene que el poder de policía municipal que deriva del artículo 

74 de la ley 11723, no depende de la voluntad unilateral y autosuficiente de 

su representada, sino que se encuentra configurada por una “delegación” y 

asistencia que la Provincia de Buenos Aires debe asegurar a los municipios. 

Explica que la norma en cuestión prevé que La Provincia asegurará a cada 

Municipio el poder de policía suficiente para la fiscalización y cumplimiento 

de las normas ambientales garantizándole la debida asistencia técnica. En-

tiende que la Comuna en lo referido a las problemáticas ambientales, actúa 

con un poder de policía delegado y/o asegurado por el ejecutivo provincial, 

que es en realidad quién se encuentra facultado para ejercer dicho poder de 

policía ambiental, más aún en zonas como la que nos ocupa en estas actua-

ciones: 200 kms. Cuadrados de terreno isleño, con acceso sólo por agua y 

desde distintos distritos diferentes a Tigre.  

El apelante subraya que agravia a esa parte que la intimación recaiga única 

y exclusivamente sobre el Municipio de Tigre, cuando la autoridad de aplica-

ción de la ley de Medio Ambiente resulta ser la Provincia de Buenos Aires, re-

cayendo sobre ésta última la responsabilidad de asegurar el poder de policía 

al municipio.  

El apelante destaca que la medida ordenada por el juez de grado resulta de 

cumplimiento imposible por parte de su mandante si no cuenta con la cola-

boración, delegación y apoyo de la provincia de Buenos Aires, quien es, en 

primera instancia, el organismo de aplicación de la normativa sobre medio 

ambiente en la jurisdicción.  

2) El apelante señala que agravia a dicha parte en cuanto le ordena “…evite 

la continuación de las obras de construcción, ampliación y modificación de 

barrios privados y/o clubes náuticos en la Primera Sección de islas del delta 

de Tigre que no gocen de autorización municipal…”.  

En especial, cuestiona el término “evite” empleado por el juez de grado, más 

aún en atención a lo expuesto sobre la imposibilidad de ejercer un poder de 

policía municipal sobre el predio en cuestión, siendo dicho poder de policía 



una delegación potencial del estado provincial. Recuerda, que el verbo evitar 

alude a apartar algún daño, peligro o molestia, impidiendo que suceda.  

En ese contexto, el apelante refiere que lo dispuesto por el a quo resulta 

exorbitante y de imposible cumplimiento por esa parte, dado que “impedir 

que sucedan” las acciones que menciona el juez de grado (obra de construc-

ción, ampliación y modificación de barrios privados y/o clubes náuticos) im-

plicaría un accionar, por parte de su mandante, que excede ampliamente las 

previsiones contenidas en la ley 11723.  

Cita el artículo 75 de la ley 11723 en cuanto prevé que todo municipio podrá 

verificar el cumplimiento de las normas ambientales inspeccionando y reali-

zando constataciones a efectos de reclamar la intervención de la autoridad 

competente.  

Bajo tales perspectivas, el apelante señala que lo ordenado por el juez excede 

ampliamente las facultades con las que cuentan los municipios, para actuar 

en casos de observarse contravenciones a la ley de medio ambiente.  

Seguidamente, el apelante alude al artículo 69 de la ley 11723 que dispone 

que la Provincia y los Municipios según el ámbito que corresponda, deben 

realizar actos de inspección y vigilancia para verificar el cumplimiento de las 

disposiciones de esta ley y del reglamento que en su consecuencia se dicte.  

El apelante considera que el magistrado sólo puede pedir que su mandante 

cumpla con las obligaciones impuestas en la ley que rige la materia (ley de 

medio ambiente) y no ir más allá de ésta, de tal suerte que la Comuna deba 

realizar acciones de cumplimiento imposible. Afirma que las particularidades 

topográficas de la zona hacen aún más complejo las tareas encomendadas. 

Finalmente, el apelante enfatiza que dicha parte se encuentra dando cum-

plimiento con la ley de medio ambiente, dentro de las facultades que le son 

delegadas a fin de instar la sujeción a las normas ambientales dentro del te-

rritorio del Delta.  



En definitiva, el apelante se agravia en tanto y en cuanto la orden del juez 

de grado va mucho más allá e implica emprendimientos no declarados ante 

la Municipalidad, cuya ejecución sería clandestina.   

Concluye en que la medida cautelar dispuesta resulta irrazonable y de impo-

sible cumplimiento, razón por la cual pide que se revoque.  

En la contestación de agravios la parte actora esgrime que el recurrente no 

cuestiona el fondo de la medida, esto es el cómo de la medida. Entiende que, 

esa parte promovió demanda contra la Provincia de Buenos Aires y contra la 

Municipalidad de Tigre, razón por la cual la medida cautelar alcanza a las 

dos demandadas.  

Sostiene que si el Municipio no puede ejercer el poder de policía, tiene la obli-

gación de solicitar a la Provincia asistencia al efecto. Cita la ley General del 

Ambiente (25675) que estipula los presupuestos mínimos para el logro de 

una gestión ambiental sustentable y adecuada, distintos principios que sir-

ven para interpretar y aplicar la presente ley. El principio de congruencia 

(art. 4 ley 25675) y el principio de razonabilidad (art. 28 Const. Nac). 

Y por nuestra parte, en  demanda en SCJPBA y en el JCA Nº1 de S.I. señala-

mos, lo que consideramos el aspecto más importante de las irresponsabilidades 

municipales: el abandono completo del principio de solidaridad en la cuestión 

por completo  desatendida de las salidas de todos los tributarios urbanos 

MUERTOS que desde el Oeste intentan en vano salir al curso del Luján.  

La solución de estos encierros criminales que ningún Aliviador del Reconquista 

ha resuelto, sino empeorado, pasa en criterio de éste que suscribe, por subajus-

tar los flujos que del Paraná de las Palmas descienden al cauce del Luján, im-

pidiendo incluso que las propias aguas del Luján salgan al estuario. 

Por ello, muchísimo antes de pensar en mudar la condición rural a urbana en 

las áreas insulares, tienen la obligación de resolver éste problema que cargan 

en la misma puerta y en el interior de su propia casa. Siguen con sus lamentos 



y reconocimientos de sus déficits de gestión; lo que no les impide fuera del 

juzgado seguir presionando para más locuras. 

Señala que la Prov. de Buenos Aires se encuentra ejerciendo sus potestades en 

resguardo del ambiente Delta del Paraná, en su condición de titular de los re-

cursos naturales. 

Además, considera que resulta gravoso y excesivo que se haga pesar en for-

ma exclusiva sobre la Comuna el control y la adecuación a las pautas am-

bientales vigentes, bajo el prisma del término “evitar” que supone una obli-

gación de resultado. 

Destacan que en el año 2009 se realizó un relevamiento satelital que permi-

tió visualizar con precisión las construcciones existentes en las islas, me-

diante el cual se identificaron más de un millón de metros cuadrados cons-

truidos sin autorización municipal.  

Dichas construcciones no contaron con estudios técnicos responsables ni tu-

vieron autorización alguna respecto a la pertinencia de sus usos con el lugar, 

sus características constructivas, su impacto ambiental ni el cumplimiento 

de la normativa vigente, todos estos factores que constituyen aspectos míni-

mos necesarios para realizar cualquier intervención en un área de tan alto 

valor estratégico. 

Resumen que todo el territorio isleño correspondiente al Partido de Tigre (Pri-

mera Sección de Islas del Delta Bonaerense, cubre 223 km2 (22.363 Has) 

aproximadamente, una superficie similar a la Ciudad de Buenos Aires) 

Tras éstas, sus propias confesiones de estatura administrativa y dimensión del 

territorio donde proponen núcleos urbanos de hasta 160 personas por Ha, (re-

cordemos que un club de campo no supera las 32 hab/Ha y un área rural no 

supera los 5hab/Ha), incluyamos estas referencias básicas que siguen y nos 

permitirán enriquecer nuestros marcos de aprecios 

 



Hasta la promulgación de la ley 10707 en Octubre de 1988, la parcela mínima 

rural estaba pautada en una (1) Ha. Luego esta ley la dispuso en 12 Has. Por 

este motivo el art 2º de la ley 6354/60 consideró que al prohibir fracciona-

mientos por debajo de una Ha, afirmaba en los suelos de planicies intermarea-

les y brazos interdeltarios la condición rural de esos dominios.  

 

Condición rural, que al quedar acreditada su anegabilidad al menos 4 veces por 

año, también es determinante por arts 2340, 2572 y 2577 del CC, para que 

todas estas tierras de la planicie intermareal y buena parte de los brazos inter-

deltarios, amén de rurales, también ostenten categoría dominial Pública. 

 

Hoy, las 22.363 has del total de islas, nos regalan 18.277 parcelas de superfi-

cie promedio de 12.235 m2. De ellas solo hay 5402 con ocupación que tota-

liza  635.150 m2 de obras construídas.  

 

Vayamos a los parcelamientos que están invitando a tentaciones 

Dicen ellos: Analizado el parcelamiento de las islas, se detectaron 86 tramas 

atípicas, las que fueron diferenciadas en tres categorías: 

 

A - Parcelas indivisas (con ocupación PH). (5 tramas atípicas) 

B - Parcelas de dimensiones urbanas con área común anexada. (4 tramas atí-

picas) 

C - Parcelamientos de dimensiones urbanas. (77 tramas atípicas) 

 

A. 312 has, promedio 31 Ha, 10 parcelas, construídas 7, total 22.900 m2 

B. 166,4 has, promedio 4038 m2, 412 parcelas, construídas 84, total 8871 m 

C. 1370 ha, promedio 1595 m2, 8588 parc, 1488 construídas, total 128,400 

m2 

 

En las 3 categorías se ocuparon 1848 has: 160.171 m2 = 86,6 m2/ha 

Sin olvidar que estas 1848 has sólo representan el 8,1% del total de las 

22.363 has. 

 



Si luego dicen que han detectado por satélite un millón adicional de m2 cons-

trídos que no están declarados y ellos mismos declaran su incapacidad de con-

trolar un territorio de claras características rurales, a qué habríamos de imagi-

nar que extrapolando la propuesta de parcelas de 1000 m2 con un total de 

220.000 parcelas urbanas, ésto habría de funcionar. 

 

Las 22.363 has correspondientes a las islas hoy dicen estar subdivididas en 

18.278 parcelas. De ellas, 16.214 (el 88%) poseen una superficie menor a 

2.000m2, aunque representan tan solo el 15,4% (3338 Ha) de la superficie 

total.  

 

Parte de estas 3388 has en subdivisiones fueron destinadas a urbanizaciones, 

que totalizan una superficie aproximada a las 1.600 has. La condición de re-

gularidad dominial no está perfeccionada legalmente en muchos casos. Y las 

que dicen estarlo merecen este ejemplo: el suegro que le vendió a Schwartz las 

300 Has frente al CNSI había pagado por ellas unos estrafalarios 30.000 pe-

sos. 

 

Mejor no averigüemos qué ha hecho la Dirección provincial de Islas sobre es-

tas dominialidades porque no alcanzan ya cárceles repletas. Mejor devolverlas 

al dueño natural. 

 

Hoy mismo las áreas insulares descubren a la parcela promedio en algo más 

de 12 Has. La transición a parcelas de una (1)Ha, tal cual lo propone el art 2º 

de la ley 6254 ya resulta holgadamente generosa para gestionar en una escala 

que hoy ellos mismos confiesan no estar en condiciones de administrar.  

Aceptar este marco legal de 52 años y reconocer que estas áreas insulares tie-

nen exigencias mayores que las de las áereas planteadas en el art 1º de la ley, 

no es ni más ni menos que un elemental acto de sinceridad. 

Siempre el respeto de las muy pocas y breves leyes que cuentan con soportes 

de hidrología han sido urticantes para los mercaderes de suelos que así buscan 

con todo tipo de discursos y maquillajes de eludir.  



Si antes de asumir, nuestros funcionarios pasaran por el confesionario a contar 

sus parentescos con rematadores y constructores, entenderíamos esta inteli-

gencia famélica por ordenar el territorio de sus sueños con tan superlativa in-

capacidad para mirar por enlaces ecosistémicos y gradientes de integridad que 

los hacen viables; aún sin mirar por sus sustentabilidades, que éste ya es otro 

tema. 

 

En la apelación a Cámara, para aparecer como leoncitos agraviados, expresan: 

2) El apelante señala que agravia a dicha parte en cuanto le ordena “…evite 

la continuación de las obras de construcción, ampliación y modificación de 

barrios privados y/o clubes náuticos en la Primera Sección de islas del delta 

de Tigre que no gocen de autorización municipal…”.  

 

Los del Colony Park estuvieron 30 meses dragando hasta el infierno del Puel-

ches, en las mismas narices de ellos y de su amigo Scioli que todos los fines de 

semana paseaba en lancha frente al CNSI y nunca nadie vió nada; hasta que 

un hortelano publicó un 14/11/10 una nota poco simpática en 

http://www.delriolujan.com.ar/cloaca.html  y el 30/11/10, la Jueza federal en 

lo criminal de San Isidro, que nunca en esos 30 meses había recibido noticia 

de sus fiscales a pesar de los estragos bestiales denunciados por Ferreccio has-

ta el hartazgo en la causa 2843/08 (luego 8951/11)-así es como que ya han 

pasado 4 fiscales sin abrir la boca-, clausuró las obras criminales que nunca 

Massa, ni Scioli habían observado. Está claro que no tienen capacidad para 

controlar. Pero para hacer dibujitos y gastar en maquillajes marketineros para 

transformar un área, que hasta la médula de la fragilidad hace temblequear a 

la palabra rural, para ésto son un fenómeno.     Sigue el apelante sincerando 

su capacidad: 

En especial, cuestiona el término “evite” empleado por el juez de grado, más 

aún en atención a lo expuesto sobre la imposibilidad de ejercer un poder de 

policía municipal sobre el predio en cuestión, siendo dicho poder de policía 

una delegación potencial del estado provincial. Recuerda, que el verbo evitar 

alude a apartar algún daño, peligro o molestia, impidiendo que suceda.  



En ese contexto, el apelante refiere que lo dispuesto por el a quo resulta 

exorbitante y de imposible cumplimiento por esa parte, dado que “impedir 

que sucedan” las acciones que menciona el juez de grado (obra de construc-

ción, ampliación y modificación de barrios privados y/o clubes náuticos) im-

plicaría un accionar, por parte de su mandante, que excede ampliamente las 

previsiones contenidas en la ley 11723.  

Trascendencias de macaneos en sus glosarios 

ÁREA RURAL: Área determinada bajo el criterio demográfico: hasta 2000 

habitantes. La definición de rural es residual con respecto a la urbana, for-

mando parte de un sistema clasificatorio dicotómico: La determinación de un 

umbral fijo hace que a lo largo del tiempo las comparaciones no se hagan 

sobre poblaciones estrictamente similares ya que hay, por un lado, aglome-

rados que se transforman en urbanos al superar el límite de los 2.000 habi-

tantes y, por el otro, aglomerados que dejan de serlo al bajar de ese nivel. 

Bien engañosa es esta referencia, pues sólo a un tramposo se le ocurriría mez-

clar criterios demográficos con soportes de sociología, de leyes de catastro o de 

lo que fuere, para sacarlos del único contexto que rige aquí estas materias y 

éste es la ley 8912.  

Si este texto fue redactado por alguien de la Fundación Metropolitana ya mere-

ce que le den una buena reprimenda por ensuciar a la institución. La grosería 

de esta mención resalta por el contraste que regala la cifra de 2000 habitantes 

sin decir en qué superficie, y los 5 hab/Ha que marcan el límite de la población 

rural en la 8912. 

Por esto mismo las atipicidades y los parcelamientos que aceptan hasta 160 

Habitantes por Ha son lo más despistado que se les ha ocurrido. Por este moti-

vo sorprende que el C. Deliberante se halla dado a formular Ordenamientos Te-

rritoriales con parámetros urbanos, (ver los DDr, DRc, Dre, Dra, DCFp, DCFl 

en los puntos 8.3.1.1, 8.3.1.2, 8.3.1.3, 8.3.2.1, 8.3.2.2 y 8.3.3.1, siendo que 

estas zonas nunca tuvieron el más mínimo soporte legal para tales aplicacio-



nes. Y no es un órgano municipal, ni ejecutivo provincial el que modifica leyes 

con soportes de hidrología que asisten a la provincia. Leyes que no van en 

menos, sino en más exigencias que las ya planteadas en ellas. Ver art 59, ley 

8912; ley 6254; art 101, dec 1359/79 y 1549/83, regl 8912. 

Alcanzo sintéticos resúmenes de las presentaciones judiciales, que por su ex-

tensión y especificidades resultan muy áridos ver tan comprimidos. Versiones 

completas  se alcanzan por http://www.hidroensc.com.ar/incorte94.html  y 

http://www.hidroensc.com.ar/incorte95.html   

Francisco Javier de Amorrortu, 15 de Abril del 2013 
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